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ASAMBLEA LEGISLATIVA:  
 
Los Diputados y Diputadas integrantes de la Comisión Permanente Especial de 
Ambiente, suscribimos el presente DICTAMEN AFIRMATIVO UNÁNIME del 
proyecto de ley denominado “AUTORIZACIÓN DE OBRAS DE 
INFRAESTRUCTURA URGENTES Y DE CONVENIENCIA NACIONAL EN EL 
HUMEDAL LA CULEBRA Y ESTABLECIMIENTO DE MEDIDAS DE 
COMPENSACIÓN EQUIVALENTE”. Expediente legislativo N° 22.839, publicado 
en el Diario Oficial La Gaceta N° 245, Alcance N° 260 del 21 de diciembre de 2021.  
Con base en las siguientes consideraciones:  
 
I. OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY:  
 

El presente proyecto de ley pretende autorizar la construcción de la carretera 
Bernardo Soto-Sifón-Abundancia, incluyendo su paso por el humedal La Culebra. 
Además, propone que el sector del humedal afectado sea compensado mediante la 
creación, conservación y gestión de un espacio protegido para aves acuáticas, a 
través de la protección y recuperación del ecosistema de humedal.  
 
Según se indica en el proyecto, se dispone que los gastos de rehabilitación, 
protección y manejo activo del sitio durante la fase constructiva estén a cargo de la 
empresa constructora y se realicen en coordinación y siguiendo las 
recomendaciones técnicas que establezca el Ministerio de Ambiente y Energía 
(MINAE), a través del Sistema Nacional de Áreas de Conservación (SINAC), en 
apego a las medidas establecidas en el Plan de Compensación para la Intervención 
del Humedal La Culebra.  
 
Finalizada la etapa constructiva y de garantía, el MINAE, a través del SINAC, será 
el responsable de gestionar y proteger el área de compensación equivalente.  



 
Finalmente, se dispone que el Poder Ejecutivo dictará las reglamentaciones 
necesarias para la autorización de acciones de rehabilitación ecosistémica, gestión 
adaptativa y manejo activo en las áreas de compensación que requieran acciones 
de esa naturaleza.   
 
II. TRÁMITE LEGISLATIVO DEL PROYECTO DE LEY:  
 
El proyecto de ley fue presentado el 9 de diciembre de 2021 por la exdiputada María 
José Corrales Chacón y publicado en el Diario Oficial La Gaceta no. 245 en el 
Alcance 260, del 21 de diciembre de 2021.  
 
El proyecto fue asignado a la Comisión Permanente Especial de Ambiente el 23 de 
febrero de 2022 e ingresó en el orden del día el 10 de marzo del mismo año.  
 
En la sesión ordinaria de la Comisión no. 24 del 16 de marzo de 2022 se acordó 
consultar el proyecto de ley a las siguientes instituciones y organizaciones:  
 

a) Centro de Derecho Ambiental y de los Recursos Naturales 

b) Contraloría General de la República  

c) FECON 

d) Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (AYA) 

e) Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE) 

f) Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT) 

g) Municipalidad de San Carlos 

h) Municipalidad de San Ramón 

i) Procuraduría General de la República 

j) Sistema Nacional de Áreas de Conservación (SINAC) 

k) Tribunal Ambiental Administrativo del Ministerio de Ambiente y 

Energía (MINAE) 

l) Universidades Públicas.    

Posteriormente, en la sesión ordinaria n° 4 del 14 de junio de 2022 el proyecto de 
ley se consultó nuevamente a:  
 

a) Comité de Reserva de Biosfera de la UNESCO 

b) Asociación Interamericana de Derecho Ambiental (AIDA) 

c) Centro de Derecho Ambiental y Recursos Naturales 

(CEDARENA) 



d) Escuela de Ciencias Biológicas de la Universidad Nacional 

e) Escuela de Biología de la UCR 

f) Conservación Internacional (CI) 

g) Comisión Nacional de Emergencias (CNE) 

h) Rectoría y Consejo Universitario de la Universidad de Costa 

Rica 

i) Rectoría y Consejo Universitario de la Universidad Nacional 

j) Consejo Nacional Asesor de Humedales 

k) Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza 

(UICN-Oficina Regional para México, América Central y el 

Caribe) 

l) Agencia para el desarrollo de la Región Huetar Norte 

m) Asociación Pro-Carretera San Carlos 

n) Ministerio de Ambiente y Energía 

o) Sistema Nacional de Áreas de Conservación 

p) Ministerio de Obras Públicas y Transportes 

q) Municipalidad de San Carlos 

r) Municipalidad de San Ramón 

s) Procuraduría General de la República 

t) Tribunal Ambiental Administrativo 

u) Universidades Públicas 

Adicionalmente, en la misma sesión se acordó recibir en audiencia a Agencia para 
el Desarrollo de la Región Huetar Norte y Asociación Pro Carretera San Carlos. 
Estas audiencias se recibieron en la sesión no. 7 del 5 de julio de 2022  
 
En esta misma sesión se conformó la subcomisión integrada por la Diputada 
Alejandra Larios, quien coordina, la Diputada Daniela Rojas y el Diputado David 
Segura.  
 

En la sesión ordinaria no. 7 de la Comisión, del 4 de julio de 2022 se acordó recibir 
en audiencia a: 

a) Rafael Gutiérrez, Viceministro de Ambiente y Director 

Ejecutivo del SINAC 

b) Jacklyn Rivera Wong, Coordinadora del Programa Nacional 

de Humedales del SINAC.  



c) Mariana Jiménez, Directora del Área de Conservación Arenal 

Huetar Norte del SINAC.  

d) Luis Amador Jiménez, Ministro de Obras Públicas y 

Transportes 

e) Ileana Aguilar, Gerente del Proyecto.   

Las audiencias indicadas se llevaron a cabo en las sesiones no. 8 y 9 del 19 de julio 
de 2022.  
 
El proyecto de ley fue convocado por el Poder Ejecutivo en el primer período de 
sesiones extraordinarias de la presente legislatura, según Decreto Ejecutivo 43546-
MP, que fue debidamente leído en la Sesión ordinaria del Plenario Legislativo del 6 
de junio de 2022.  
 
El plazo para dictaminar el presente proyecto de ley vence el 17 de noviembre de 
2022, salvo que se presente alguna condición de suspender el cómputo de este 
plazo, según las circunstancias dispuestas en el artículo 80 del Reglamento de la 
Asamblea Legislativa.  
 
El plazo para rendir el informe de la subcomisión vence el 27 de setiembre de 2022, 
por lo que el presente informe se presenta dentro del plazo.    
 
III. INFORME DEL DEPARTAMENTO DE SERVICIOS TÉCNICOS:  
 
En el expediente se cuenta con el informe integrado jurídico-ambiental del 
Departamento de Servicios Técnicos AL-DEST-IIN-012-2022, de fecha 25 de 
agosto de 2022, en lo que interesa señala: 
 
El Decreto Ejecutivo no. 39838 de 27 de julio de 2016, faculta al Sistema Nacional 
de Áreas de Conservación para autorizar la intervención controlada por parte del 
Estado y demás entes públicos con competencia en infraestructura pública estatal, 
en ecosistemas de humedal, en virtud del desarrollo de proyectos de reparación, 
mantenimiento, construcción o ampliación de infraestructura pública estatal previa 
declaratoria de conveniencia nacional realizada por el Poder Ejecutivo de 
conformidad al artículo 3 inciso m) de la Ley Forestal no. 7575 de 13 de febrero de 
1996, la cual, mediante los instrumentos apropiados sustente que los beneficios 
sociales del proyecto sean mayores que los costos socio ambientales de la 
intervención.  
 
Este decreto se constituye en el marco normativo necesario para que el SINAC 
otorgue la autorización prevista en el artículo 98 de la Ley de Conservación de Vida 
Silvestre, enmarcada y delimitada además por lo dispuesto en la Ley Orgánica del 
Ambiente, tal y como lo ha indicado la Procuraduría General de la República. 
 
 



El citado decreto dispone el trámite y requisitos que ha de cumplir la solicitud ante 
el SINAC que haga el jerarca de la institución pública responsable del desarrollo de 
proyectos de reparación, mantenimiento, construcción o ampliación de 
infraestructura pública estatal previamente declarados de conveniencia nacional 
Además, del Decreto Ejecutivo no. 39838, la importancia ecológica de los 
humedales y su protección se encuentra reconocida y regulada, fundamentalmente, 
por la siguiente normativa internacional y nacional:  
 
• La Convención sobre Humedales Internacionales como Hábitat Aves 
Acuáticas (Convención Ramsar), aprobada mediante Ley no. 7224 del 9 de abril de 
1991.  
• La Ley de Conservación de la Vida Silvestre, Ley no. 7317 de 30 de octubre 
de 1992 y sus reformas (artículos 2 párrafo 10, 7 inciso h y último párrafo, 97, 98, 
100 y 128). 
• La Ley Orgánica del Ambiente, Ley no. 7554 de 4 de octubre de 1995 y sus 
reformas (artículos 32 inciso f, 36, 37, 38, 40, 41, 42 y 45). 
• La Ley de Biodiversidad, Ley no. 7788 de 30 de abril de 1998 y sus reformas 
(artículos 58 y 92). 
• La Ley Forestal, Ley no. 7575 de 13 de febrero de 1996 y sus reformas 
(artículo 3 inciso i).  
 
Se señala, además, que el Decreto ejecutivo no. 39838 fue objeto de una acción de 
inconstitucionalidad, declarada sin lugar mediante el voto no. 17783-2021 de las 12 
horas 15 minutos de 11 de agosto de 2021. En dicha resolución, el Tribunal 
Constitucional concluye:  
 
 “Se declara sin lugar la acción siempre y cuando se interprete que el artículo 1° del 
decreto ejecutivo n.° 39838-MINAE solamente permite la intervención controlada, 
por parte del Estado y demás entes públicos con competencia en infraestructura 
pública estatal, en aquellos ecosistemas de humedal en los que: a) no han sido 
declarados parte del Patrimonio Natural del Estado; b) no están incluidos en áreas 
silvestres protegidas; y c) no han sido incluidos en la Lista Ramsar. Asimismo, 
deberá entenderse que esa intervención se podrá hacer sólo si se da el previo 
estudio técnico que así lo autorice y que determine que tal intervención de esos 
humedales no provoque el deterioro y la eliminación de esos ecosistemas.” 
 
Según señala el informe, por lo dicho, queda constancia de la existencia de una 
normativa (decreto ejecutivo no. 39838) que autoriza y regula la intervención 
controlada por parte del Estado en ecosistemas de humedal previa declaratoria de 
conveniencia nacional, en virtud del desarrollo de proyectos de reparación, 
mantenimiento, construcción o ampliación de infraestructura pública. Asimismo, 
existe legislación nacional e internacional, así como jurisprudencia constitucional 
que reconoce y regula la importancia y protección de los humedales; por lo que 
convendría analizar la necesidad y justificación de emitir una ley para un caso 
específico como el propuesto mediante la iniciativa en estudio, siempre y cuando 
nos encontremos en los supuestos de aplicación de dicho decreto, según lo 
señalado por la Sala Constitucional en el Voto antes citado. 



 
Sobre el articulado se menciona lo siguiente: 
 
SOBRE EL ARTÍCULO  1-. 
 
El informe del Departamento de Servicios Técnicos señala que este artículo da la 
autorización para la construcción de la carretera Bernardo Soto-Sifón-Abundancia, 
incluyendo su paso por el humedal La Culebra, del cual se indican las coordenadas 
en las que se ubica.  
 
Servicios Técnicos considera que, ha de valorarse la necesidad y conveniencia de 
emitir una ley para un caso específico, cuando ya existe un Reglamento, que cuenta 
además con el aval de la Sala Constitucional, que dispone el procedimiento y los 
requisitos para obtener la autorización para una intervención controlada de humedal 
en un proyecto como el que se pretende mediante esta iniciativa de ley, el cual, 
según se indica en dicho en criterio, adolece del apego a lo dispuesto en la 
normativa internacional y nacional en la materia, que garanticen lo dispuesto tanto 
en el artículo 50 constitucional, como los principios constitucionales de objetivación 
de la tutela ambiental y no regresión en materia ambiental. 
 
Se informa que la aplicación del Decreto Ejecutivo no. 39838, solo sería viable, 
según lo señalado por la Sala Constitucional en el Voto no. 17783-2021, en aquellos 
ecosistemas de humedal que no hayan sido declarados parte del Patrimonio Natural 
del Estado, que no estén incluidos en áreas silvestres protegidas y que no han sido 
incluidos en la Lista Ramsar. Asimismo se indica que, si bien corresponde al MINAE 
y, específicamente, al SINAC, determinar si los terrenos ubicados en las 
coordenadas señaladas en el proyecto de ley se encuentran o no en los supuestos 
señalados por la Sala Constitucional, del cuadro incluido en el Artículo 1, pareciera 
desprenderse que se trata de un área que ha de ser desafectada, a contrario sensu, 
se trataría de un área afecta a “dominio público”. De ser así, señala el informe, la 
Asamblea Legislativa de manera expresa, y no como se hace en el proyecto que lo 
incluye dentro de un cuadro de coordenadas ha de proceder a desafectar los 
terrenos, en apego a lo ordenado en el artículo 121 inciso 14 de la Constitución 
Política, pues se trata de una materia que es reserva de ley y, a su vez, dicha 
desafectación ha de ser justificada mediante estudios técnicos de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley Orgánica del Ambiente. Por lo tanto, dicha 
desafectación de bienes de dominio público ha de constar de manera expresa en el 
articulado del proyecto.  
 
SOBRE EL ARTÍCULO 2 
 
Se indica en el informe que este artículo dispone que el sector del humedal La 
Culebra afectado ha de compensarse mediante la creación, conservación y gestión 
de un espacio protegido para aves acuáticas, “a través de la protección y 
recuperación del ecosistema de humedal” ubicado entre las coordenadas que se 
indican. 
 



Se advierte sobre la necesidad de una redacción más clara y precisa, puesto que 
no queda claro si se estaría haciendo referencia a dos aspectos que integrarían la 
compensación (por un lado la creación, conservación y gestión de un espacio 
protegido para aves acuáticas y, por el otro, la protección y recuperación del 
ecosistema de humedal), o si, por el contrario, se está asumiendo que con una 
acción (creación, conservación y gestión de un espacio protegido para aves 
acuáticas) se estaría atendiendo el otro objetivo (protección y recuperación del 
ecosistema de humedal). Esta aclaración ha de responder al principio de seguridad 
jurídica. 
 
Asimismo, el SINAC apunta la obligatoriedad de contar con un Plan de 
Compensación o Remediación Ambiental basado en Resultados de los Estudios e 
Investigaciones, que contemple actividades de seguimiento continuo durante todo 
el proceso de desarrollo e implementación del Plan, así como Implemente Acciones 
de Monitoreo continuo. Cabe destacar que el Artículo en estudio no menciona dicho 
Plan de Compensación.  
 
SOBRE EL TRANSITORIO  I 
 
El informe indicado señala que este transitorio dispone que los gastos de 
rehabilitación, protección y manejo activo del sitio estarán a cargo de la empresa 
constructora durante la fase constructiva, y deberán realizarse en coordinación y 
siguiendo las recomendaciones técnicas del MINAE en apego a las medidas 
establecidas en el Plan de Compensación; y que finalizada dicha fase y la etapa de 
garantía, el MINAE será el responsable de gestionar y proteger el área de 
compensación equivalente.  
 
Según se advierte “conviene aclarar si son solo “los gastos” los que estarán a cargo 
de la empresa constructora, o si también “las acciones” tendientes a la 
rehabilitación, protección y manejo activo del sitio, pues se trata de dos aspectos 
distintos y las responsabilidades han de quedar claramente delimitadas en la ley.” 
 
SOBRE EL TRANSITORIO II 

 
Este transitorio dispone que el Poder Ejecutivo dictará las reglamentaciones 
necesarias para la autorización de acciones de rehabilitación ecosistémica, gestión 
adaptativa y manejo activo en las áreas de compensación que requiera de dichas 
acciones. 
 
El informe del Departamento de Servicios Técnicos advierte que el contenido de 
este Transitorio, corresponde a una norma de carácter sustantiva y no transitoria, 
tal y como se señala también en el Apartado de Aspectos de Técnica Legislativa. 
Por lo tanto, deberían ser artículos y no transitorios. 
 
 
 
 



En términos generales se concluye en el informe que:  

 
“Sobre la propuesta de ley, se concluye que existe de una normativa (decreto 
ejecutivo no. 39838), avalada por la Sala Constitucional, que autoriza y regula la 
intervención controlada por parte del Estado en ecosistemas de humedal previa 
declaratoria de conveniencia nacional, para el desarrollo de proyectos de 
reparación, mantenimiento, construcción o ampliación de infraestructura pública.  
 
Asimismo, existe legislación nacional e internacional, así como jurisprudencia 
constitucional que reconoce y regula la importancia y protección de los humedales.   
 
La necesidad de aprobación de una ley para la realización del proyecto de 
infraestructura que aquí se propone autorizar, dependerá de si se requiere de una 
desafectación de los terrenos por los que transitaría la carretera y, en este caso, la 
ley que se emita ha de respetar lo dispuesto en la normativa nacional e 
internacional, en particular lo relativo a la necesidad de contar con estudios técnicos 
ambientales que justifique tanto la desafectación como que sustente el Plan de 
Compensación requerido, pues de lo contrario se estaría violentando eventualmente 
el artículo 50 constitucional, el principio de inderogabilidad singular de las normas, 
así como los principios de objetivación de la tutela ambiental y no regresión en 
materia ambiental.” 
 
IV. RESPUESTAS A LAS CONSULTAS INSTITUCIONALES:  

 
Algunas de las consideraciones expuestas en las respuestas recibidas son: 
 
Institución  Oficio/ Fecha Observación  

Sistema Nacional de 

Áreas de 

Conservación 

  

SINAC-IRT-100-2022 

27 de junio del 2022 

 

La compensación debe servir como una medida 

para garantizar el mantenimiento de los procesos 

ecológicos que exige el artículo 49 de la Ley de 

Biodiversidad, y, además, para cumplir con el 

deber general del Estado de preservar el derecho 

a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado 

y para cumplir las obligaciones adquiridas 

internacionalmente de conservar la diversidad 

biológica dentro o fuera de las áreas protegidas y 

promover la protección de ecosistemas y hábitats 

naturales y el mantenimiento de poblaciones 

viables de especies en entornos naturales. 

(Artículo 8° del Convenio de Diversidad Biológica. 

Aprobado mediante Ley No. 7416 de 30 de junio 

de 1994). 

 En consecuencia, para que la compensación 

cumpla esos fines, en principio ésta debería 

implicar la incorporación de un terreno al área 

silvestre protegida que posea la misma 

naturaleza, cobertura, vocación o aptitud del área 



excluida. Para determinar la medida de 

compensación pertinente en un determinado 

caso, podría recurrirse a lo indicado en cuanto al 

informe técnico que exigen los artículos 71 y 72 

del Reglamento a la Ley de Biodiversidad para la 

creación, modificación o cambio de categoría de 

un área silvestre protegida. “…se erige como 

garantía sustantiva de los derechos, en este 

caso, del derecho a un ambiente sano y 

ecológicamente equilibrado, en virtud del cual el 

Estado se ve obligado a no adoptar medidas, 

políticas, ni aprobar normas jurídicas que 

empeoren, sin justificación razonable y 

proporcionada, la situación de los derechos 

alcanzada hasta entonces. Este principio no 

supone una irreversibilidad absoluta pues todos 

los Estados viven situaciones nacionales, de 

naturaleza económica, política, social o por 

causa de la naturaleza, que impactan 

negativamente en los logros alcanzados hasta 

entonces y obliga a replantearse a la baja el 

nuevo nivel de protección. En esos casos, el 

Derecho a la Constitución y los principios bajo 

examen obligan a justificar, a la luz de los 

parámetros constitucionales de razonabilidad y 

proporcionalidad, la reducción de los niveles de 

protección.” (sala Constitucional, voto No. 13367- 

2012 citado)”. 

Procuraduría General 

de la República 

  

PGR-OJ-082-2022 

20 de junio de 2022 

Como aspectos principales la Procuraduría 

General de la República señala: 

 

1. Que el decreto 39838 es constitucional, 

según lo avaló la Sala Constitucional y 

que establece requisitos técnicos 

tendientes a garantizar el uso racional y 

sostenible de los humedales  

2. “(….) debe valorarse si resulta necesario 

emitir una ley cuando ya existe un 

reglamento, avalado desde el punto de 

vista constitucional, que dispone el 

procedimiento y los requisitos por medio 

de los cuales podría obtenerse la 

autorización que se pretende otorgar con 

el proyecto En palabras de la Sala 

Constitucional, el Decreto citado 

establece una serie de requisitos y un 

procedimiento que garantizarían que, la 

eventual autorización de la construcción 

de la carretera a San Carlos sobre el 



humedal La Culebra, no implicaría una 

afectación a dicho ecosistema, es decir, 

que aseguraría que lo que se autorice 

sea una intervención controlada del 

humedal, acorde con la normativa 

internacional y nacional que protege 

esos espacios naturales, y, en 

consecuencia, que no conllevaría una 

violación al derecho fundamental a un 

ambiente sano y ecológicamente 

equilibrado. No puede decirse lo mismo 

de la autorización que se pretende 

otorgar con el proyecto de ley propuesto, 

pues, se estaría avalando el paso de la 

carretera sobre el ecosistema de 

humedal sin contar con las mismas 

garantías que establece el Decreto 

citado y sin atender el resto de 

disposiciones legales en las que la Sala 

Constitucional sustentó la legitimidad de 

la norma reglamentaria. Aunque se trate 

de una disposición legal, su validez 

constitucional dependería de que resulte 

acorde con el marco normativo 

convencional y legal señalado por la Sala 

Constitucional y las condiciones 

expuestas en la sentencia citada..” 

3. “Con base en esos principios, la 

constitucionalidad de cualquier 

disposición que modifique la normativa 

vigente en determinada materia de 

índole ambiental, que implique una 

reducción del nivel de protección que 

otorga ese régimen, depende de que 

existan criterios técnicos que la 

respalden o justifiquen. Aunque en la 

exposición de motivos de la iniciativa se 

exponen una serie de aspectos técnicos 

de la obra, lo cierto es que no consta la 

existencia de un estudio técnico que la 

sustente. De lo indicado en el proyecto, 

no se precisa de qué forma la carretera 

atravesará el humedal, y, en 

consecuencia, no resulta claro si la obra 

implicaría una de las actividades 

prohibidas por el artículo 45 de la Ley 

Orgánica del Ambiente (actividades 

orientadas a interrumpir los ciclos 

naturales de los ecosistemas de 



humedales, como la construcción de 

diques que eviten el flujo de aguas 

marinas o continentales, drenajes, 

desecamiento, relleno o cualquier otra 

alteración que provoque el deterioro y la 

eliminación de tales ecosistemas) 

artículo al cual, por lo dispuesto por la 

Sala Constitucional, debe someterse 

cualquier autorización que pretenda el 

desarrollo de infraestructura en un 

ecosistema de humedal. Tampoco 

consta que exista un aval técnico, por 

parte del SINAC y del Programa Nacional 

de Humedales sobre la intervención 

propuesta. Nótese que, como bien lo 

señaló la Sala Constitucional, el Sistema 

Nacional de Áreas de Conservación es el 

órgano técnico competente para proteger 

los humedales, y, consecuentemente, 

para “determinar de manera fundada, a 

la luz de las respectivas características 

de la zona si procede o no la autorización 

estipulada en el decreto bajo examen.” 

Por otro lado, en el propio texto de la 

iniciativa se reconoce que el paso por el 

humedal no fue contemplado o valorado 

en la evaluación de impacto ambiental 

del proyecto, y, de tal forma, se estaría 

avalando el desarrollo de infraestructura 

en ese ecosistema sin haberse sometido 

esa intervención a una evaluación de 

impacto ambiental. Recuérdese que, la 

evaluación de impacto ambiental es 

exigida por la Ley Orgánica del Ambiente 

en el artículo 17, y, particularmente para 

el caso de obras que puedan afectar los 

humedales, en el artículo 43”. 

Con base en todo lo anteriormente indicado la 

Procuraduría General de la República concluye:  

 

“Con base en todo lo expuesto, se sugiere valorar 

la pertinencia del proyecto de ley, teniendo en 

cuenta que existe un reglamento, avalado 

constitucionalmente, que establece el 

procedimiento y una serie de requisitos 

tendientes a garantizar que las intervenciones 

que se autoricen en los ecosistemas de humedal 

serán acordes a la normativa nacional e 



internacional que establece el régimen de 

protección para esos ecosistemas. 

Además, se recomienda valorar si el proyecto de 

ley posee el sustento técnico necesario y si 

cumple las demás exigencias constitucionales 

expuestas” 

Tribunal Ambiental 

Administrativo  

 

Oficio no.361-22-TAA 

de 31 de marzo de 

2022 y 764-22- 

TAA 

27 de junio de 2022 

Adjunta cuadro con algunas observaciones a la 

exposición de motivos del proyecto de ley en 

discusión  

Municipalidad de San 

Ramón  

 

MSR-SCT-0092.06-

2022 

 

MSR-AM-GM-GJ-

173-2022 del 8 de 

abril de 2022 

La Municipalidad no encuentra injerencias con la 

autonomía municipal, consideran que el proyecto 

de ley es importante por ser la vía prioritaria para 

el gobierno y para el sector productivo del país, 

sin descuidar los temas ambientales. Consideran 

que el proyecto de ley es pertinente , por lo que 

recomiendan aprobar el proyecto de ley  

Municipalidad de San 

Carlos  

 

MSCCM-SC-0809-

2022 

23 de junio del 2022 

Se recomienda la aprobación del proyecto de ley 

Comité Nacional de 

Humedales, Sistema 

Nacional de Áreas de 

Conservación 

 

SINAC-IRT-099-2022 

24 de junio del 2022 

 

1. Sobre el artículo 1 se comenta que las 

coordenadas que se indican no son las 

correctas 

2. No existe un análisis previo de 

compensación equivalente.  

3. Se observa la extracción y remoción de 

material se indica que posiblemente es 

depositado por efecto de precipitaciones, 

lo que podría implicar afectación en otros 

cuerpos de agua 

4. Que el sitio el Humedal la Culebra se 

clasifica como sistema de palustre 

5. Que deben tomarse medidas de 

compensación en el humedal   

 

Universidad de Costa 

Rica, Consejo 

Universitario  

 

R-183-2022 

6 de julio 2022 

La Universidad de Costa Rica recomienda 

aprobar el Proyecto: Autorización de obras de 

infraestructura urgentes y de conveniencia 

nacional en el humedal "La Culebra" y 

establecimientos de medidas de compensación 

equivalente, Expediente N.° 22.839, siempre y 

cuando se incorporen las observaciones y 

recomendaciones señaladas en el considerando 

3 “son fundamentales las aprobaciones de los 

estudios técnicos de parte del SINAC, así como 

conocer la posición del Ministerio de Obras 

Públicas y Transportes sobre la necesidad de 



intervenir los humedales a fin de construir la 

carretera, teniendo claro que no existan otras 

propuestas viables.” 

Ministerio de Obras 

Públicas y 

Transportes  

DM-2022-1421 

6 de abril de  2022 

 

DM-2022-3124 

11 de julio de 2022 

la importancia que reviste para la Institución que 

represento el presente proyecto de ley sometido 

a consulta, especialmente, para el desarrollo de 

infraestructura vial en aquellas áreas declaradas 

ambientalmente frágiles, como lo es el caso del 

Humedal La Culebra; lo anterior teniendo en 

consideración que dicho proyecto se enfoca en la 

provisión eficiente y oportuna a favor del usuario, 

de vías de comunicación que garanticen una 

mejora en su calidad de vida, reflejándose tal 

escenario en un incremento de los índices de 

competitividad del país, producto precisamente 

de avances en el desarrollo y la producción; 

desarrollo que debe ser realizado de una forma 

sostenible o sustentable, conforme lo dispuesto 

en el artículo 50 Constitucional, el cual constituye 

el parámetro fundamental que enmarca las 

actuaciones del Estado, equiparando las 

potestades que ostenta para procurar el 

desarrollo del país, en armonía con el ambiente. 

El criterio que impera en la Sala Constitucional, 

vertido a través de la Resolución No. 2021-

017783 de las doce horas con quince minutos del 

once de agosto de dos mil veintiuno, la cual 

parafraseó lo indicado en la sentencia No. 4423-

1993 (Sala Constitucional con integración de los 

Magistrados: Piza E., Castro B., Solano C., 

Sancho G., Arguedas R., Calzada M.) 

delimitando los alcances del principio aludido 

(desarrollo sostenible), de la siguiente manera:: 

“Se debe tomar en consideración que la 

protección del medio ambiente y la promoción del 

desarrollo económico no son desafíos 

independientes. El desarrollo no puede subsistir 

en un ambiente de deterioro de la base de 

recursos y no se puede proteger cuando los 

planes de crecimiento constantemente hacen 

caso omiso de ello. Es preciso optar por el 

desarrollo sostenible, el cual satisface las 

necesidades del presente sin comprometer 

nuestra capacidad para hacer frente a las del 

futuro.  

De todo lo anterior se desprende que, tanto el 

derecho a la salud como a un ambiente libre de 

contaminación, sin el cual el primero no podría 

hacerse efectivo, son derechos fundamentales, 



de modo que, de acuerdo con todo lo que se ha 

señalado, es obligación del Estado proveer a su 

protección, ya sea a través de políticas generales 

para procurar ese fin o bien, a través de actos 

concretos por parte de la Administración. El 

desarrollo sostenible es una de esas políticas 

generales que el Estado dicta para ampliar las 

posibilidades de que todos puedan colmar sus 

aspiraciones a una vida mejor, incrementando la 

capacidad de producción o bien, ampliando las 

posibilidades de llegar a un progreso equitativo 

entre un crecimiento demográfico o entre éste y 

los sistemas naturales. Es el desarrollo 

sostenible, el proceso de transformación en la 

utilización de los recursos, orientación de las 

inversiones, canalización del desarrollo 

tecnológico, cambios institucionales y todo 

aquello que coadyuve para atender las 

necesidades humanas del presente y del futuro.” 

Se concluye posteriormente en la referida 

resolución, que esas premisas son básicas y 

esenciales, en el tanto el desarrollo de los 

proyectos de reparación, mantenimiento, 

construcción o ampliación de infraestructura 

pública estatal deben estar revestidos de un 

necesario equilibrio entre los aspectos medio 

ambientales y el desarrollo e impulso de las 

comunidades, dentro de lo que se debe incluir, 

necesariamente, las obras de infraestructura 

declaradas de conveniencia nacional. Es criterio 

de este Despacho que, de forma atinada, la Sala 

Constitucional amplía el concepto de desarrollo 

sostenible, constituyendo según nuestra opinión, 

una evidente evolución, al desarrollar en dicha 

resolución por vez primera, el concepto del 

“desarrollo sostenible democrático. 

Se proceden a detallar algunas observaciones  

1) En la página 5, cuando se hace referencia a la 

“Ilustración 4”, se indica que esta corresponde a 

las comunidades asentadas en las llanuras del 

norte del país que limitan con la frontera con 

Nicaragua y acto seguido, se muestra un mapa 

denominado como “Figura 1 Ubicación de los 

distritos y cantones que conforman la Región 

Huetar Norte.”. Debido a ello, no existe una 

congruencia en la numeración de las figuras; lo 

cual se sugiere revisar.  

 



2) En igual sentido, en la página 6, se hace 

referencia a la “Ilustración 6” en la que se realiza 

el detalle de los productos que se exportan desde 

ese territorio, siendo que posteriormente, la 

imagen que se muestra se denomina como 

“Figura 2 Variedad de productos de exportación 

provenientes de la Región Huetar Norte”. Revisar 

la congruencia en la numeración de las figuras.  

3) En la página 7, cuando se habla del 

estacionamiento en el que se ubica el humedal la 

Culebra, se menciona lo siguiente: “El tramo de 

la vía que atraviesa la zona del humedal La 

Culebra, se ubica en el Estacionamiento 

30+300”, cuando lo correcto para ser más 

exactos, conforme a lo que luego se regulará en 

el artículo 1, debe ser que éste se ubica 7- 

“…entre las estaciones 29+000 y la 31+000…”. 

Debido a ello, se sugiere modificar este punto.  

4) En la página 9, se recomienda sustituir el 

Decreto Ejecutivo No. 35803-MINAE que se 

menciona, ya que según la revisión efectuada en 

el Sistema Nacional de Legislación Vigente 

(SINALEVI), éste no se encuentra vigente, toda 

vez que la norma fue derogada por el Decreto 

Ejecutivo No. 42760-MINAE de fecha 7 de marzo 

de 20221 , el cual entró en vigencia a partir del 

16 de marzo del año en curso.  

Debido a ello, el artículo de la norma relacionado 

con los criterios que caracterizan un humedal es 

el número 9, a saber:  

“Artículo 9.-Características ecológicas de los 

humedales. Las características ecológicas que 

principalmente pueden identificarse en un área 

considerada como humedal son: vegetación 

hidrófila, suelos hidromórficos y condición 

hídrica. 

Federación Ecologista 

FECON 

31 de marzo de 2022 En relación al expediente que se nos consulta, en 

el cual se indica la afectación al Humedal La 

Culebra, así como afectaciones al bosque para la 

construcción de la Carretera a San Carlos, en el 

distrito Buena Vista; dada la importancia de los 

humedales como sitios de vida, recomendamos 

la no intervención del Humedal La Culebra, ni de 

las áreas de bosque. Como posible solución 

planteamos la búsqueda de otra opción de 

trazado para la carretera, esto para evadir el 

tramo del Humedal La Culebra y el área boscosa, 

recomendamos buscar terrenos ya deteriorados 

o afectados por el uso agrícola, pastos, 



residencial o comercial, en lugar de sacrificar la 

zona natural de alta biodiversidad. 

 

Contraloría General 

de la República 

DFOE-SOS-0168 

25 de abril de 2022 

La exposición de motivos justifica ampliamente la 

necesidad pública de la construcción de la 

carretera a San Carlos y menciona que en el año 

2004 se realizó un estudio de impacto ambiental 

del proyecto, siendo que para ese momento el 

cuerpo de agua analizado en el sector de Buena 

Vista no cumplía con la clasificación vigente de 

humedal. Sin embargo, no hace referencia a los 

estudios técnicos y científicos previos a la 

intervención, que determinen a nivel hidrológico 

la calidad y estado del humedal La Culebra, así 

como la flora y fauna asociada. Igualmente, no se 

evidencia el fundamento técnico de los terrenos 

a compensar. Bien lo indica el voto de la Sala 

Constitucional citado en la exposición de motivos, 

“debe entenderse que esa intervención se podrá 

hacer sólo si se da el previo estudio técnico que 

así lo autorice y que determine que tal 

intervención de estos humedales no provoque el 

deterioro y la eliminación de esos ecosistemas”. 

(Voto 017783-21 del 11 de agosto de 2021). 

 

Estos estudios hidrológicos y científicos 

permitirán en forma previa, determinar la 

naturaleza, extensión real, calidad y estado del 

ecosistema, así como la flora y fauna asociada a 

ese humedal. 

Además, la exposición de motivos es omisa en 

cuantificar los costos extra que conlleva la 

compra de las fincas donde se encuentran los 

humedales y la compra de los terrenos que 

compensarán el eventual daño al humedal, por lo 

que se desconoce el impacto de estas 

inversiones para la Hacienda Pública. 

II. Sobre el artículo primero 

la Contraloría General advierte que la fase de 

construcción debe estar condicionada a la 

conclusión de la fase de preinversión, y por ende 

a los estudios de factibilidad que efectivamente 

demuestren la viabilidad legal, técnica, 

ambiental, social y económica del proyecto. 

Por lo que se sugiere a la Asamblea Legislativa 

valorar la posibilidad de modificar la redacción de 

este artículo 1 conforme lo expuesto con 

anterioridad. En ese sentido, se debe asegurar 

que el Proyecto cumpla cabalmente con la fase 



de preinversión, la cual tiene como propósito 

evaluar su conveniencia, a efectos de solventar 

una problemática o satisfacer una necesidad, 

mediante la definición de diversas alternativas de 

solución. 

III. Sobre el artículo segundo Con respecto al 

artículo 2, que traza las coordenadas de los 

terrenos equivalentes que compensarán el 

eventual daño ambiental por la intervención del 

humedal La Culebra, se advierte que la 

propuesta de los terrenos a compensar debe 

estar precedido de los estudios de 

compensación, los cuales a su vez están 

supeditados a lo que arroje y proponga los 

estudios técnicos y científicos que se señalaron 

en las observaciones a la exposición de motivos. 

Por otra parte, el área a compensar no es 

necesariamente equivalente al terreno 

impactado, sino a los ecosistemas de la zona, 

incluyendo la flora y fauna afectada. De allí que, 

debe entenderse son estudios diferentes y 

complementarios entre sí, por un lado, se 

encuentra el estudio de factibilidad de un 

proyecto de inversión pública, por el otro el 

estudio de impacto ambiental de un proyecto de 

infraestructura, y aparte el estudio que justifica la 

intervención de un ecosistema de humedal y el 

estudio de compensación de esos terrenos. 

Sobre el tema de las medidas de compensación, 

la Sala Constitucional ha señalado en varias 

ocasiones lo siguiente: “Un área protegida solo 

se puede reducir si se hace mediante ley, si hay 

estudios técnicos y científicos que descarten el 

daño ambiental y si se da una compensación del 

área suprimida con otra de igual tamaño. Sin el 

respaldo de estudios técnicos ni compensación 

alguna, son inconstitucionales 

Con respecto al transitorio debe considerarse el 

costo económico en los estudios de factibilidad 

del proyecto. 

Instituto Costarricense 

de Acueductos y 

Alcantarillados  

PRE-J-2022-01215 

24 de marzo de 2022 

Señala sobre el transitorio I. debería dársele 

mayor relevancia e incorporarlo como un artículo 

3, además que las medidas de compensación 

que se desarrollen dada su importancia se 

considere en: ARTÍCULO 4- Medidas de 

Compensación Equivalente. Se deben adoptar 

todas las medidas viables para compensar 

cualquier pérdida de funciones, atributos y 

valores de humedales, tanto desde el punto de 



vista de la calidad como de la superficie, 

causados por actividades humanas. Se debe 

establecer una preferencia por la compensación 

de pérdidas de humedales mediante humedales 

que sean de tipo similar y estén situados en la 

misma cuenca hidrográfica y cuenca de 

captación. Al considerar esa compensación, se 

tendrá en cuenta, el mantenimiento del valor 

global del área de humedales a nivel nacional, la 

disponibilidad de una sustitución compensatoria 

equivalente; la pertinencia de la medida 

compensatoria en relación con el carácter 

ecológico, el hábitat o el valor del sitio 

afectado(s); las incertidumbres científicas o de 

otra índole; la oportunidad cronológica de la 

medida compensatoria en relación con la acción 

propuesta; los efectos adversos que la propia 

medida compensatoria podría causar. 

Finamente, con respecto al TRANSITORIO II 

establece que: "el Poder Ejecutivo dictará las 

reglamentaciones necesarias para la 

autorización de acciones de rehabilitación 

ecosistémica, gestión adaptativa y manejo activo 

en las áreas de compensación que requieran 

acciones de esta naturaleza". Es importante que, 

dentro de esas reglamentaciones, se tome en 

cuenta al Instituto Costarricense de Acueductos y 

Alcantarillados, de manera tal que no se 

menoscaben las competencias que se le 

atribuyen al mismo a la luz de su Ley Constitutiva 

(Ley N° 2726). De esta forma, dejamos rendido 

nuestro criterio en torno al proyecto bajo estudio. 

Conservación 

Internacional  

20 de junio de 2022 Se acusa recibo de la consulta  

Instituto Tecnológico 

de Costa Rica 

20 de marzo de 2022 Se acusa recibo de la consulta  

Universidad Nacional  28 de marzo de 2022 Se acusa recibo de la consulta  

 
 
V. AUDIENCIAS EN LA COMISIÓN PERMANENTE ESPECIAL DE AMBIENTE:  
 

a) Sesión extraordinaria n° 7 del 5 de julio de 2022  

 

Comparecen la señora Patricia Romero Barrientos, Presidenta 
Asociación Pro Carretera San Carlos, Víctor Manuel Lizano Barquero, 
vicepresidente de la Asociación Pro Carretera Naranjo-Florencia, señor 
Rafael Solís Lizano de la Asociación Pro Carretera Naranjo-Florencia, la 
señora María Mayela Rojas Alvarado y la señora Leticia Navarro 



González, así como el señor Manrique Rojas Araya, Presidente Agencia 
para el Desarrollo de la Región Huetar Norte 
 
Patricia Romero Barrientos, Presidenta Asociación Pro Carretera San 
Carlos 
Solicita la aprobación pronta del proyecto de ley. Considera que es 
importante la protección del Humedal La Culebra, pero que debe 
continuarse con la finalización de la carretera que se ha atrasado 6 años 
más por una acción de inconstitucionalidad que se presentó contra el 
decreto.  
 
Víctor Manuel Lizano Barquero, vicepresidente de la Asociación Pro 
Carretera Naranjo-Florencia, Rafael Solís Lizano de la Asociación Pro 
Carretera Naranjo-Florencia, y las señoras  María Mayela Rojas 
Alvarado y Leticia Navarro González: 
 
Manifiestan el apoyo al proyecto de ley y destacan la importancia del 
avance de la construcción de la carretera. Les preocupa el acceso a 
servicios médicos especializados que requiere en ocasiones la 
población, para los cuales deben darse traslados a la GAM de hasta dos 
horas y media a tres horas, la carretera podría acortar los tiempos de 
traslado. Consideran que la carretera potenciará la reactivación 
económica en el mediano plazo, porque tienen evidencia de empresas 
que no invierten en la Zona Norte por falta de la carretera; San Carlos es 
de importancia estratégica para el desarrollo del país y solicitan la 
aprobación pronta del proyecto de ley.  
 
Manrique Rojas Araya, Presidente Agencia para el Desarrollo de la 
Región Huetar Norte 
 
Manifiesta que la carretera a San Carlos es infraestructura estratégica 
nacional y por supuesto que es muy importante para la Región, que se 
pierden oportunidades de generar más y mejores empleos, mientras no 
se concluye su construcción.  
Sobre la intervención en el Humedal La Culebra, considera que deben 
realizarse dos preguntas importantes sobre este proyecto.  Uno, ¿es el 
impacto ambiental en dicho ecosistema aceptable para la importancia de 
obra que está en juego? Bueno todo pareciera indicar que sí; es un 
impacto ambiental aceptable y además existe opción de su 
compensación, según comenta.  
 
La otra pregunta que considera debe formularse es si no es más fácil 
correr la carretera, correr el trazado de la carretera para poder evitar 
pasar por ese Humedal?. Sobre este particular señala que “Es una 
pregunta muy razonable, pero no lo es por las dificultades del terreno, 
por el incremento en el costo, porque demeritaría el tipo de carretera en 



cuanto a su funcionalidad y sobre todo porque llevaría años adicionales 
de retraso.” 
 
Comenta que el recurso de la Sala Constitucional que atrasó la 
construcción de ese pequeño tramo de carretera se interpuso en el 2016, 
fue resuelto en el 2021 y aquí estamos hablando a mediados del 2022 y 
esto no está resuelto todavía.  Por eso solicita la pronta aprobación del 
proyecto.    
 

b) Sesión extraordinaria n° 8 del 19 de julio de 2022:   
 

Comparecen a la Comisión: Rafael Gutiérrez Rojas, Viceministro del 
Ministerio de Ambiente y Energía y Director del Sistema Nacional de 
Áreas de Conservación, Mariana Jiménez Arce, Directora del Área de 
Conservación Arenal Huetar Norte; Jacklyn Rivera Wong, 
Coordinadora Programa Nacional de Humedales.  

Rafael Gutiérrez Rojas, Viceministro, Director Ministerio de Ambiente 
y  Energía: El señor Gutiérrez inicia con una pequeña presentación, 
donde menciona los siguientes aspectos: Que se ha revisado la 
documentación del expediente, las respuestas que se han dado, 
inclusive la propuesta de compensación. Manifiesta que, en este 
asunto, tenemos que la Convención Ramsar establece algunas 
normas internacionales sobre el manejo de los humedales, donde 
Costa Rica adquiere compromisos que asumir en esa línea. 

Comenta que la Convención permite el desarrollo de actividades y 
siempre haciendo uso racional de los recursos y con esto lo que se 
quiere decir es que, es posible desarrollar actividades humanas, 
siempre que estás sean debidamente controladas.  

Además, señala que el país cuenta con legislación particularizada 
sobre el manejo de los humedales, como la Ley Orgánica del 
Ambiente, decreto ejecutivo N.°39838, que faculta al Sinac para 
autorizar la intervención controlada a ecosistemas de humedal en 
virtud de proyectos de reparación, mantenimiento, construcción o 
ampliación de infraestructura pública estatal, previamente declarados 
de conveniencia nacional. Comenta que sobre el Decreto y un recurso 
de amparo que se planteó, se esclarecen muchos elementos de qué 
se puede y qué no se puede, cómo manejamos o qué no manejamos 
en términos de la utilización de los humedales. Uno de los elementos 
importantes de este voto de la Sala, es que hace diferencia entre los 
humedales, cuando están en terrenos privados y cuando están en 
terrenos del Estado, cualquier institución del Estado debe de hacer la 
diferencia entre lo que es Patrimonio Natural del Estado y lo que no 
es, según señaló.  



 

En cuanto al tema de la intervención, comenta que plantean 
recomendaciones que tienen que ver con el tema de Patrimonio 
Natural del Estado, porque si son terrenos privados o del Estado, el 
camino varía un poco, en esa línea están las recomendaciones. 

Informa que en este proyecto, se creó una comisión interinstitucional 
con Minae, Sinac, Setena, el Área de Conservación Huetar Norte, 
Conavi, el MOPT, algunas diputaciones de la provincia de Alajuela, el 
apoyo PNUD para algunos estudios técnicos y la empresa que está 
desarrollando el proyecto. 

Asimismo, se elaboró una ficha técnica del humedal, donde se dan las 
características del humedal, tipo de humedal y ecosistema.  

El estudio de impacto ambiental aprobado por Setena, se recomienda 
ampliarlo. Asimismo, existe una nota de la Contraloría, sobre la 
vigencia del estado o el momento en el que se establecieron los 
estudios técnicos, por lo tanto, con base a las observaciones de la 
Contraloría, considera que, el estudio de impacto ambiental debe 
ampliarse.  

Hay un Plan de Gestión Ambiental del proyecto, este está elaborado, 
considera que es importante el punto de vista técnico, que se debe 
tener claro que el Plan de Gestión Ambiental no es lo mismo que un 
Plan de Compensación.  

Asimismo, indica que hay un Plan de Compensación para la 
intervención del humedal, elaborado por el MOPT.  En la Comisión 
Nacional de Humedales conformada por Sinac, con entes técnicos, 
como universidades, entre otros se hizo una valoración del plan de 
compensación presentado por el MOPT y desde el punto de vista 
técnico, ese plan debe mejorarse para que cumpla con la normativa 
ambiental.  

Sobre la titularidad de la propiedad es importante mencionar que, hubo 
una expropiación de siete mil ochocientos noventa y dos metros 
cuadrados, que se encuentran en estos momentos en propiedad 
Estado, según señaló el Viceministro.  

Dentro del área de impacto la afectación se estaría generando en dos 
etapas, una etapa que tiene que ver con la etapa constructiva y la otra 
que tiene que ver con la etapa operativa, eso igualmente es importante 
porque en el mismo proceso de construcción pues tienen que darse 
condiciones adecuadas de manejo, de la etapa constructiva para evitar 
un daño en ese mismo proceso.  Considera que es claro que la mayor 
afectación se daría en la fase constructiva, ya que eso es lo que va a 



incidir directamente en la eliminación del espejo de agua, en este caso 
llamado H1, ahí se indica el área que se estaría afectando, y a donde 
estaría ubicado, que es el sector norte.  

Concluye don Rafael Gutiérrez Rojas mencionando algunas 
recomendaciones a considerar: corregir la ubicación del área a 
intervenir, indicar con claridad quién asume los gastos de comprar de 
terrenos para la compensación, así como indicar que los terrenos 
obviamente tienen que ser traspasados al SINAC, consulta a las 
comunidades, la compensación tiene que asegurar la equivalencia 
ecológica entre el humedal afectado y la propuesta de compensación 

Jacklyn Rivera Wong, Coordinadora Programa Nacional de 
Humedales Manifiesta la señora Rivera que, del análisis que se 
efectuó, se identificaron algunos puntos, ya en el texto propio del 
proyecto de ley, que serían los siguientes: 

En la exposición de motivos del proyecto de ley, se menciona el 
Decreto Ejecutivo N.° 37773, que crea el SNIT, sin embargo, el SNIT 
fue creado muchísimo después de la evaluación que se presenta como 
justificación, que es en el año 2004. El otro es un tema de error en la 
numeración de decretos, se menciona el N° 35803, que no está 
vigente, siendo el correcto el N.° 42760.  

Según la señora Wong, el proyecto establece un error inicial, sobre la 
ubicación geográfica, hay un error en el eje, que debe ser corregido, 
para que se ubique en territorio costarricense terrestre, no en el 
acuático porque es ahí estamos en el límite con Ecuador. 

Sobre la compensación ambiental, comenta que la opinión jurídica de 
la Procuraduría General de la República, de 2019, que hace énfasis 
en una revisión de la jurisprudencia constitucional, sobre la 
compensación ambiental, utilizando los  principios de razonabilidad, 
objetivación de la tutela ambiental y vincula la modalidad de 
compensación, señalando que cuando se habla de compensación en 
cualquier proyecto, se debe tomar en cuenta el respaldo de los 
estudios técnicos, siendo esa la base, de una propuesta de 
compensación.  

Asimismo, la Procuraduría aclara, que cuando se trata de la 
disminución de un Área Silvestre Protegida, que es donde se tiene 
más normativa, es posible también hacer equivalente ese 
procedimiento o esa forma de plantear las acciones compensatorias, 
también a un humedal, según indicó.  

Manifiesta que se toma como guía, el voto de la Sala Constitucional 
N° 2375, cuando se habla de desafectación del dominio público, en 
cualquier bien que forme parte del Patrimonio Natural del Estado. 



Con ese voto, lo que se tiene que cumplir en el proyecto de ley, es 
estar basado en estudios técnicos, esos estudios técnicos que se 
establecen en el artículo 72 del Reglamento a la Ley de Biodiversidad 
y además tiene que existir los estudios de compensación, pero estos 
estudios de compensación no son los mismos estudios que se hacen 
para la Setena, sino que, como se está compensando un ecosistema 
de humedal que cuenta con ciertas características, donde interactúan 
ciertas especies que dependen unas de otras y más, se tiene que 
hacer una compensación de biodiversidad, dónde se compare un sitio, 
donde exista como una pérdida neta nula de biodiversidad en el 
ecosistema y exista otro sitio donde haya ganancia de biodiversidad, 
según señaló la señora Wong.  

Según lo anterior, manifiesta, la diferencia principal de lo que es la 
compensación ambiental en este sitio, es por las características 
ecológicas de ese ecosistema y también por ser Patrimonio Natural 
del Estado; entonces si es una diferencia entre la compensación 
normal que se hace para la Setena y una compensación de 
biodiversidad y esto es precisamente porque nosotros tenemos que 
cumplir con ciertos parámetros de la Convención de Biodiversidad 
Biológica y la UICN ya ha establecido con marco orientador de cómo 
tiene que hacerse la compensación de biodiversidad.  

c) Sesión ordinaria n° 9 del 19 de julio de 2022 

Comparecen a la Comisión: el señor Luis Amador Jiménez, Ministro Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes y la señora Ileana Aguilar Aguilar, Gerente del 
Proyecto Carretera a San Carlos  

Señora Ileana Aguilar Aguilar, Gerente del Proyecto. 

La señora Aguilar inicia con una presentación acerca del tema, con un 
resumen de la historia del proyecto, en donde menciona lo siguiente: su 
inicio se da en 1995, abriendo inicialmente una trocha entre el tramo 
Florencia-Ciudad Quesada. Comenta que además el Ministerio ha 
cambiado la forma de hacer proyectos, de ese año a la fecha, desde el 
punto de materia ambiental. En ese entonces se inició en un pequeño 
esfuerzo compitiendo con los fondos públicos, en materia de 
infraestructura, pero sin poca atención a temas ambientales. Señala que 
ese esfuerzo terminó en el año de 1996, y poco después, hasta el año 2005, 
con un empréstito con el gobierno de Taiwán, una donación y una 
contrapartida que del Conavi, se arranca, nuevamente el proyecto con la 
empresa taiwanesa RSE. No obstante, el proyecto no avanzó mucho, sí 
contaba con unos estudios de impacto ambiental, que luego fueron 
actualizados y un año después, pero se rompen las relaciones con Taiwán 
y el proyecto es abandonado, entonces, hasta el año 2008, es que la 



empresa Sánchez Carvajal, logra los derechos del contrato y se inicia 
nuevamente la construcción. 
 
Informa que se han dado múltiples adendas ante las solicitudes que se han 
hecho ante la Contraloría, para poderlo ampliar y pues dado todo ese 
historial es que, en el año 2017, la Contraloría emplaza al Conavi para que 
se tome una decisión en relación con el proyecto. Finalmente, el Conavi 
desiste de darle continuidad al contrato con Sánchez Carvajal y se toma la 
decisión, dado que el plazo del contrato estaba por terminar, de dejar 
terminar el contrato y finalizar la relación contractual con Sánchez Carvajal. 
Es hasta el año 2020, que se reinicia, entonces, dado que el proyecto no 
tenía fondos para darle continuidad a la construcción, y que tampoco se 
tenía como construir entre Bernardo Soto-Sifón, que se inicia un proceso 
de negociación con el Banco Interamericano de Desarrollo para poder 
buscarle fondos al proyecto. Aquí es donde entra el Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes a gestionar el proyecto. 
 
A partir del año 2020, con un convenio de cooperación aprobado en esta 
Asamblea Legislativa, se le dan fondos para su continuidad, a partir de ahí, 
es que se inicia, una serie de estudios integrales. Señala que el proyecto 
cuenta con toda la pre ingeniería, que ningún proyecto en Costa Rica ha 
podido cumplir con todas esas etapas y ahora sí estamos desarrollándolas, 
gracias a ese contrato de préstamo y a esos fondos que en este momento 
estamos trabajando en ello. 
 
Continúa manifestando doña Ileana sobre el Decreto N° 39838, que se ha 
mencionado en la comisión: “Este Decreto si bien es cierto es una 
herramienta que permite hacer una intervención controlada en ecosistemas 
de humedal, “no permite hacer el tipo de obra que nosotros requerimos 
hacer en el humedal La Culebra, que es justamente rellenar, drenar una 
parte de los espejos de agua que hay en el humedal La Culebra.” 
 
Asimismo, menciona que, la Carretera a San Carlos es un trayecto de 
cuarenta y tres kilómetros, en este momento ya tenemos un tramo en 
operación que es la punta norte, que es de cinco punto siete kilómetros y 
que es un buen ejemplo de cómo se puede gestionar un proyecto de forma 
sostenible, puesto que fue un proyecto financiado por el BID, donde se 
aplicaron estas normativas sociales y ambientales. 
 
Ahí se hizo rescate de fauna, una gestión social y ambiental, atención a los 
propietarios, consultas sociales, involucrar a la comunidad en las 
decisiones, de trabajos de reubicación de la fauna, cada vez que se iba a 
cortar un árbol, se iba y se revisaba si había algún animalito por ahí, 
rescatar muchos animales y llevarlos a refugios o reubicarlos.  
 
 



Se construyeron pasos de fauna, monitoreados, por una ONG llamada 
Pantera, que coloco cámaras para ver el comportamiento y la funcionalidad 
de estos pasos de fauna, lo que para ella significa que el Ministerio ha 
cambiado el paradigma y ha cambiado la forma en que se han venido 
desarrollando los proyectos.  
 
También se tiene once intercambios, doce pasos a desnivel, doce puentes 
y obras complementarias como puentes peatonales, estaciones de peaje, 
estaciones de pesaje y posibles áreas de explotación comercial.  También 
posibles opciones de trazado para no solo pasar por el humedal La Culebra, 
sino buscar otros sitios donde eventualmente podamos desviarnos y no 
afectar el humedal La Culebra. 
 
Indica la señora Aguilar, que el problema con el sitio del humedal La 
Culebra es que, hay una comunidad que se llama Buena Vista, que está 
muy cerca del lugar y que depende del proyecto de la carretera a San 
Carlos, porque parte del proyecto del trazado de la carretera a San Carlos, 
pasó por el camino que comunicaba a Buena Vista con Ciudad Quesada, 
entonces en este momento dependen del proyecto para poder ir a Ciudad 
Quesada. 
 
Explica con detalle que la zona presenta fallas geológicas, presenta 
movimientos, presenta deslizamientos , no obstante resultado del análisis 
de cómo conectar el Gran Área Metropolitana con la Zona Norte, se 
determinó que “pasar la Cordillera Volcánica Central, sí o sí y la única forma 
de hacerlo, cuando se analiza las posibilidades de trazado, era justamente 
por esa zona.” Lo anterior , al estudiar otros trazados alternos , teniendo en 
cuenta que es una topografía bastante complicada. Si se opta hacia el este 
del Volcán Poás, se encuentra entre el Volcán Irazú y el Volcán Poas, los 
cañones del Río Sarapiquí, que son bastante pronunciados, lo que 
implicaría encontrarse con problemas similares, además de otros posibles 
trazos, que demandan un movimiento tierras de más de setecientos mil 
metros cúbicos adicionales, eso significa más de setenta mil vagonetas 
más de material que tendría que cortarse e ir a depositarse en una 
escombrera, según indicó la señora Aguilar.  
 
En otra zona, sería incorporarse en zona de bosque, donde se tendría que 
cortar árboles eventualmente. Además, comenta que “hay otra zona de 
bosque, que probablemente demande un movimiento tierras menor, pero 
resulta que esa es el escarpe falla, de un mega deslizamiento que se 
conoce como el Deslizamiento de La Vieja, que ha provocado problemas 
en la zona del proyecto Hidroeléctrico Chocosuela, que han sido mapeadas 
e identificadas desde el año 2000, año en que se construyó el proyecto 
hidroeléctrico, entonces definitivamente no tenemos muchas opciones o 
alternativas de trazado.” 
 



Informa a la Comisión la señora Aguilar que se ha realizado un estudio 
técnico de la caracterización del humedal, la flora y la fauna de las especies, 
de las dos lagunas, en este momento el sitio, una parte es propiedad del 
Estado y otra parte le pertenece a un privado. No tiene ninguna protección 
en este momento, hay ganados pastando ahí, hay una intervención del 
hombre en ese en ese lugar y además se ha hecho una propuesta de 
medidas ambientales de prevención, mitigación y compensación. 
 
Hay diecisiete potenciales impactos, estos impactos son dinámicos, no 
necesariamente son negativos, hay impactos positivos, por ejemplo, la 
generación de empleo una vez que se esté construyendo la carretera, y 
también hemos identificado ciento cuarenta y cinco medidas de prevención, 
mitigación y compensación. De las cuál es la más importante es poder 
adquirir la parte del terreno del humedal que está en este momento en 
manos privadas, como parte de una medida de compensación que se le 
entregaría al Sinac en administración, evitando la intervención del hombre 
y pues esa sería un área de compensación ecológica que le quedaría al 
Sinac en administración, son alrededor de treinta y tres mil metros 
cuadrados que quedarían como área de preservación versus casi siete mil 
ochocientos metros cuadrados,  que se estaría afectando con la 
construcción de la carretera. 
 
La señora Aguilar en su intervención indicó que “cuando tuvimos la 
resolución la Sala Constitucional, hay un voto salvado del Magistrado Cruz, 
donde indica a raíz del decreto que dice, que para poder nosotros hacer 
obras en el humedal, era necesario generar un proyecto de ley. Entonces 
a raíz de este voto salvado, es que nosotros preparamos este proyecto.” 
  
Luis Amador Jiménez, Ministro de Obras Públicas y Transportes. 
 
Inicia la intervención el señor ministro, comentando sobre los costos del 
proyecto y menciona lo siguiente: El costo total del proyecto se estima 
alrededor de los trescientos cincuenta millones de dólares, hay una 
contraparte que viene del Banco Interamericano de Desarrollo, y hay otra 
que viene del Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Ciento veinticinco 
millones, son del Programa de Infraestructura Vial y Promoción de 
Asociaciones Público-Privadas, y doscientos veinticinco millones son 
destinados para la terminación de la nueva vía a San Carlos y algunas 
obras urbanas complementarias para mejorar la vialidad. 
 
Señala que en el MOPT se ha ido cambiando el paradigma de cómo se 
formulan estos proyectos y como se les va incorporando los diferentes 
componentes de desarrollo sostenible para poder cumplir con todas las 
metas del Acuerdo Paris y que la base de los proyectos sea una base 
inclusiva y sostenible, que implemente las lecciones aprendidas en gestión 
ambiental, social y que genere medidas compensatorias, que venga a 



contrarrestar en la mayor medida de lo posible los atrasos, e igualmente los 
aumentos de los costos que inicialmente fueron presupuestados.  
Informa que se está invirtiendo en la pre-inversión, eso ya se ha hecho 
mediante un estudio integral de factibilidad técnica, ambienta, social, 
económica, legal y financiera; o sea se han valorado todos los aspectos, 
para poder gestionar adecuadamente este proyecto. Este estudio que inicio 
en diciembre del año 2021, se espera que culmine en octubre del año 2022. 
Manifiesta que “estamos convencidos que los diferentes componentes que 
garantizan la sostenibilidad, efectivamente han sido incluidos dentro del 
proyecto, eso también va en línea con las políticas ambientales y sociales 
del Banco Interamericano de Desarrollo, institución comprometida con el 
medio ambiente, para una gestión efectiva de riesgos, de impactos 
ambientales y sociales de cualquier proyecto de inversión que ellos 
financien, lo cual facilita mejor sostenibilidad social, ambiental y mitigación 
de impactos y riesgos.  
 
Esas son las normas que el Banco Interamericano involucra dentro de los 
proyectos y que están aquí incluidas. Son normas que realmente vienen a 
garantizar que se hizo tal y como Contraloría siempre lo ha solicitado todos 
los análisis técnicos de un proyecto.” 
 
Concluye el señor ministro, manifestando que, lo que se pide, es hacer una 
compensación ambiental, de siete mil ochocientos metros cuadrados, pero 
se están dando treinta y tres mil metros, o sea es más que una 
compensación, más de cuatro veces, y esto se está haciendo, por las 
limitaciones de trazado de carretera y el impedimento de llevarla por otros 
sitios. 
 
Señala que “aquí recuerden que la figura de compensación ambiental, es 
una figura internacionalmente reconocida.” 
 
Asimismo, en la comparecencia del Ministro las diputaciones le informan, 
que en la audiencia del SINAC se manifestó que no se cuenta con un plan 
de compensación que garantice la constitucionalidad del proyecto de ley. 
El Ministro Amador se compromete a entregar el plan de compensación a 
la Comisión en un plazo de tres semanas, sea el 9 de agosto de 2022.   
 

VI. CONSIDERACIONES  
 

1. Que la carretera a San Carlos es considerada de importancia 
estratégica para el desarrollo del país, pues reduce 
significativamente los tiempos de viaje, genera ahorros en costos de 
operación vehicular y garantiza la conectividad de los vecinos de la 
Zona Norte con la Gran Área Metropolitana (GAM). 
 
 



Se estima que será utilizada en promedio por 9,000 vehículos 
diarios, permitiendo un tiempo de viaje de 30 a 40 minutos versus 1 
a 1.5 horas que consumen las personas que transitan por la ruta de 
Naranjo-Zarcero-Ciudad Quesada. 
 
La carretera San Carlos tiene el objetivo de conectar el Gran Área 
Metropolitana con una de las regiones del país con mayor potencial 
de crecimiento económico razón por la cual dentro del Plan Nacional 
de Transportes se tiene concebido como un Corredor Básico de alta 
capacidad que por sus características especiales obliga a 
reacondicionar la geometría de la vía y a mejorar algunos radios 
horizontales y los peraltes, tal y como fuera expuesto supra.  
Quienes suscribimos el presente informe reconocemos la 
importancia que la culminación de esta carretera tiene para el país.  
 
2. Que la Sala Constitucional en la resolución N° 2021-017783, 
del 11 de agosto de 2021, declaró la constitucionalidad del Decreto 
Ejecutivo no .39838-MINAE, e indicó: declaró que dicho decreto es 
constitucional siempre y cuando se interprete que el artículo 1° del 
Decreto Ejecutivo n.°39838-MINAE solamente permite la 
intervención controlada, por parte del Estado y demás entes públicos 
con competencia en infraestructura pública estatal, en aquellos 
ecosistemas de humedal que: 
a) No han sido declarados parte del Patrimonio Natural del Estado 
b) No están incluidos en áreas silvestres protegidas 
c) No han sido incluidos en la Lista Ramsar. 
 
“ X (…) En consideración de la Sala estos argumentos resultan 
redundantes con los ya examinados. Como se ha venido indicando, 
si bien es cierto los ecosistemas de humedal tienen una protección 
legal e internacional reforzada, no existe una prohibición absoluta 
para el Estado de realizar una “intervención controlada”, tal y como 
lo prevé el art. 1 del decreto bajo examen, sino que, incluso, está 
contemplada la posibilidad de hacer un uso racional de los mismos. 
En consecuencia en sí mismo el propósito del decreto no es 
inconstitucional y no resulta contrario a los principios invocados por 
los accionantes. Lo anterior, tal y como se ha venido señalando, 
siempre y cuando se entienda que en el concepto “ecosistema de 
humedal” están excluidos los humedales que tienen un régimen 
jurídico más agravado y específico en virtud de su declaratoria como 
sitio Ramsar, como área silvestre protegida o porque por su especial 
ubicación y características es parte integrante del PNE (….) 
Partiendo de lo anterior considera este Tribunal que llevan razón las 
autoridades informantes en esta acción de inconstitucionalidad en el 
sentido de que el decreto contempla “los ecosistemas de humedal”, 
excluyéndose, por lo tanto, a los humedales declarados como área 
silvestre protegida, aquellos que estén delimitados e incluidos en el 



régimen del PNE y esta Sala agrega que, también, se deben excluir 
los humedales que por su importancia internacional han sido 
agregados a la lista Ramsar, pues, para tales supuestos se deben 
cumplir rigurosamente los requisitos ya mencionados. Obsérvese 
que el decreto es cuidadoso en delimitar que esta regulación aplica 
a los “ecosistemas de humedal” los cuales, como se definió supra, 
están delimitados así por sus características ecológicas y no se 
corresponden con las áreas silvestres protegidas, ni patrimonio 
natural del estado, ni sitios Ramsar, los cuales están sometidos a 
categorías de manejo específicos. A contrario sensu, si hay un 
humedal que está formalmente incluido dentro de un área silvestre 
protegida, está incluido como un Sitio Ramsar o, por sus intrínsecas 
características, es parte del PNE, la aplicación del decreto de marras 
sería inconstitucional por desconocer las categorías de protección 
específicamente reconocidas. Partiendo del análisis realizado, 
concluye esta Sala que llevan razón las autoridades informantes en 
el sentido que el art. 1° del decreto no es inconstitucional siempre 
que se entienda que el término “ecosistemas de humedal” al que 
hace referencia y que fija su ámbito de aplicación, no incluye los 
humedales que estén declarados como un área silvestre protegida, 
ni aquellos que, por estar asociados a ecosistemas boscosos y, 
además, se ubiquen en bienes demaniales o terrenos propiedad del 
Estado o de otros entes u órganos públicos, forman parte del PNE 
así delimitado por las autoridades competentes. A lo anterior, agrega 
esta Sala, que deben entenderse excluidos de su aplicación aquellos 
humedales que, por su importancia internacional, han sido 
declarados sitios Ramsar. A partir de tal interpretación, es decir, que 
el decreto solamente aplica a ecosistemas de humedal que no tienen 
declarada una categoría específica de manejo, se sobreentiende 
que no existe la aducida infracción al principio de reserva de ley o de 
irreductibilidad de la tutela ambiental, dado que el decreto no está 
desconociendo las específicas normas que aplican a los humedales 
que, por sus características especiales, han sido incluidos dentro de 
un área silvestre protegida, han sido declarados sitio Ramsar o están 
integrados al PNE. Asimismo, el decreto en cuestión no podría, de 
forma alguna, desconocer o “derogar” las disposiciones legales y 
convencionales examinadas. Todo el marco normativo que sirve de 
apoyo para la protección de los humedales se mantiene vigente y 
debe ser el fundamento previo y principal para la aplicación del 
decreto cuestionado, por lo que no se acredita la aducida 
desprotección o infracción al principio de reserva de ley. Ahora bien, 
corresponde señalar que la posibilidad de facultar al SINAC para que 
autorice la intervención controlada por parte del Estado y demás 
entes públicos con competencia en infraestructura pública estatal, 
en ecosistemas de humedal, en virtud del desarrollo de proyectos de 
reparación, mantenimiento, construcción o ampliación de 
infraestructura pública estatal previamente declarados de 



conveniencia nacional, no quiere decir que esta intervención pueda 
ser ilimitada, pues, justamente, el decreto en cuestión viene a 
establecer una serie de regulaciones a fin de procurar la mayor 
protección posible a los humedales, las cuales, en todo caso, deben 
aplicarse en armonía con el resto de disposiciones que de manera 
dispersa regulan la protección de los humedales.” (Resolución de la 
Sala Constitucional 2021-017783 del 11 de agosto de 2021) 
 
3. Que de acuerdo con lo indicado por la Sala Constitucional en 
la resolución citada, la Procuraduría General de la República en el 
criterio PGR-OJ-082-2022 concluye que: “Con base en todo lo 
expuesto, se sugiere valorar la pertinencia del proyecto de ley, 
teniendo en cuenta que existe un reglamento, avalado 
constitucionalmente, que establece el procedimiento y una serie de 
requisitos tendientes a garantizar que las intervenciones que se 
autoricen en los ecosistemas de humedal serán acordes a la 
normativa nacional e internacional que establece el régimen de 
protección para esos ecosistemas. Además, se recomienda valorar 
si el proyecto de ley posee el sustento técnico necesario y si cumple 
las demás exigencias constitucionales expuestas” (PGR-OJ-082-
2022, 20 de junio de 2022 ,  Procuraduría General de la República, 
sobre el expediente legislativo 22839, página 15) 
 
Asimismo la PGR señala que: “De lo indicado en el proyecto, no se 
precisa de qué forma la carretera atravesará el humedal, y, en 
consecuencia, no resulta claro si la obra implicaría una de las 
actividades prohibidas por el artículo 45 de la Ley Orgánica del 
Ambiente (actividades orientadas a interrumpir los ciclos naturales 
de los ecosistemas de humedales, como la construcción de diques 
que eviten el flujo de aguas marinas o continentales, drenajes, 
desecamiento, relleno o cualquier otra alteración que provoque el 
deterioro y la eliminación de tales ecosistemas) artículo al cual, por 
lo dispuesto por la Sala Constitucional, debe someterse cualquier 
autorización que pretenda el desarrollo de infraestructura en un 
ecosistema de humedal. Tampoco consta que exista un aval técnico, 
por parte del SINAC y del Programa Nacional de Humedales sobre 
la intervención propuesta. Nótese que, como bien lo señaló la Sala 
Constitucional, el Sistema Nacional de Áreas de Conservación es 
el órgano técnico competente para proteger los humedales, y, 
consecuentemente, para “determinar de manera fundada, a la 
luz de las respectivas características de la zona si procede o no 
la autorización estipulada en el decreto bajo examen”     (PGR-
OJ-082-2022, 20 de junio de 2022 ,  Procuraduría General de la 
República, sobre el expediente legislativo 22839, página 13) 
 
4- Que el Departamento de Servicios Técnicos del proyecto de 
ley señala que: “Por lo tanto, insistimos que corresponde al MINAE-



SINAC, determinar y confirmar no solo las coordenadas en las que 
se encuentra ubicado el humedal denominado La Culebra, sino 
también si este ha sido o no declarado parte del Patrimonio Natural 
del Estado, si está o no incluido en áreas silvestres protegidas y si 
ha sido o no incluido en la Lista Ramsar. 
En caso de que se requiera desafectar los terrenos donde se 
proyecta la construcción de la carretera, la ley que se emita ha de 
estar fundamentada en estudios técnicos realizados y aportados por 
el SINAC y la respectiva evaluación de impacto ambiental de la 
SETENA, en atención al principio de objetivación de la tutela 
ambiental. Se reitera que, a la fecha de la elaboración del presente 
informe, dichos estudios no constan en el expediente. (…) La 
necesidad de aprobación de una ley para la realización del proyecto 
de infraestructura que aquí se propone autorizar, dependerá de si se 
requiere de una desafectación de los terrenos por los que transitaría 
la carretera y, en este caso, la ley que se emita ha de respetar lo 
dispuesto en la normativa nacional e internacional, en particular lo 
relativo a la necesidad de contar con estudios técnicos ambientales 
que justifique tanto la desafectación como que sustente el Plan de 
Compensación requerido, pues de lo contrario se estaría violentando 
eventualmente el artículo 50 constitucional, el principio de 
inderogabilidad singular de las normas, así como los principios de 
objetivación de la tutela ambiental y no regresión en materia 
ambiental” (páginas 19 y 23) 
 
5 Que la señora Illeana Aguilar Aguilar de Gerente del Proyecto, 
en su comparecencia a la Comisión Permanente Especial de 
Ambiente señaló que: “cuando tuvimos la resolución la Sala 
Constitucional, hay un voto salvado del Magistrado Cruz, donde 
indica a raíz del decreto que dice, que para poder nosotros hacer 
obras en el humedal, era necesario generar un proyecto de ley. 
Entonces a raíz de este voto salvado, es que nosotros preparamos 
este proyecto.” 

6. Que la subcomisión a la que fue encomendada el estudio de 
este expediente, informó que se realizó la verificación en el Servicio 
de Información sobre Sitios Ramsar (SISR) que proporciona 
información en línea sobre los humedales incluidos en la Lista de 
Humedales de Importancia Internacional, y el Humedal La Culebra 

no forma parte de dicha lista. (fuente: https://rsis.ramsar.org/es/ris-
search/?language=es&f[0]=regionCountry_es_ss%3ACosta+Rica&pagetab
=1 y https://www.ramsar.org/es )  
 
7.  Que el 18 de agosto de 2022 mediante correo electrónico el 
Viceministro de Ambiente Rafael Gutiérrez Rojas remite el oficio 
DVM -0040-2022 en el cual se informa que el Consejo Nacional de 
Áreas de Conservación aprobó el estudio de compensación para el 

https://rsis.ramsar.org/es/ris-search/?language=es&f%5b0%5d=regionCountry_es_ss%3ACosta+Rica&pagetab=1
https://rsis.ramsar.org/es/ris-search/?language=es&f%5b0%5d=regionCountry_es_ss%3ACosta+Rica&pagetab=1
https://rsis.ramsar.org/es/ris-search/?language=es&f%5b0%5d=regionCountry_es_ss%3ACosta+Rica&pagetab=1
https://www.ramsar.org/es


avance del proyecto de ley 22839. Se adjunta el acuerdo indicado 
mediante oficio SINAC-CONAC-SA-187-08-2022. Según se informa 
se aprobaron:  
 a) Línea base de biodiversidad para la desafectación de un área en 
el derecho de vía de la carretera Sifón -Abundancia, sector La 
Culebra, y su compensación ambiental y consulta comunal del plan 
de compensación para la intervención del Humedal la Culebra.   
 
b) Proyecto Construcción de la Nueva Carretera Sifón de San 
Ramón – La Abundancia de San Carlos Intervención Tramo 29+900 
al 30+000 Expediente N° FEAP-040- 2002-SETENA Ubicación del 
sitio Distrito: 03-Buena Vista Cantón: 10 San Carlos Provincia: 02 
Alajuela 
 
Todos los documentos indicados constan en el expediente legislativo 
respectivo.  
 
8.  Que en el estudio remitido se indica: “Por lo tanto, basados en 
los aspectos ambientales del sitio del Humedal La Culebra, se estima 
que la escogencia del Sitio de Laguna Gonzalez, en el cual se 
propone la compensación ambiental, cumple a satisfacción con los 
parámetros necesarios para ser tomado en cuenta y presentarlo, ya 
que sería una compensación entre ecosistemas con características 
similares entre ellos cual es la selección del sitio de la 
compensación. Dadas las condiciones evaluadas en el sitio 
seleccionado para compensación, denominada Laguna Gonzalez, 
se resalta en términos generales, la similitud en la biodiversidad, 
asimismo en la diversidad funcional y composición. Por la cercanía 
del sitio a intervenir se identifica, en contexto de 
paisaje, conectividad estructural que se puede fortalecer, y que 
permite o facilita el movimiento de las especies (individuos y genes) 
entre diferentes fragmentos de habitats presentes. También, al 
presentar similitudes y cercanía, la compensación estaría dirigida a 
recuperar un hábitat comparable al que se estaría desafectando.” 
(Ministerio de Obras Públicas y Transportes, Aprobad por Sistema 
Nacional de Áreas de Conservación “Línea base de biodiversidad 
para la desafectación de un área en el derecho de vía de la carretera 
Sifón -Abundancia, sector La Culebra, y su compensación ambiental 
y consulta comunal del plan de compensación para la intervención 
del Humedal la Culebra, página 90) 
 
9 Asimismo dentro de los documentos enviados por el 
Viceministro Gutiérrez consta que : “Con la emisión del presente 
proyecto de Ley se pretende cumplir más allá de lo dispuesto en el 
voto de mayoría, en el sentido de observar incluso lo dispuesto en el 
voto salvado por parte del Magistrado Cruz Castro, quien manifestó 
que, por el principio de reserva legal, debe existir para la intervención 



controlada de aquellos ecosistemas de humedal mencionados, una 
ley que así lo habilite, ello en razón de que la regulación y limitación 
de los derechos fundamentales en general, debe ser por ley, 
comprendiéndose dentro de esta reserva legal la limitación del 
derecho al ambiente”. (Ministerio de Obras Públicas y Transportes, 
presentación Plan de compensación para el sector Humedal La 
Culebra Proyecto: Ruta Nacional No.35 Sifón Abundancia) 
 
10 Que, tal como lo señaló la Procuraduría General de la 
República Sistema Nacional de Áreas de Conservación “es el 
órgano técnico competente para proteger los humedales, y, 
consecuentemente, para “determinar de manera fundada, a la 
luz de las respectivas características de la zona si procede o no 
la autorización estipulada en el decreto bajo examen.” 
 
Teniendo en cuenta que se remitió a la Comisión Permanente 
Especial de Ambiente el estudio técnico de compensación aprobado 
por el Consejo Nacional de Conservación, siendo el órgano técnico 
para definir el mecanismo idóneo para los efectos, se considera que 
es posible avanzar con la tramitación del proyecto de ley.  
 
No fue posible tramitar el conocimiento de esta iniciativa en la 
Comisión con anterioridad, por no contarse con el estudio técnico 
indicado, que es necesario para garantizar la viabilidad jurídica de la 
iniciativa de ley.  
 
Quienes suscribimos el presente dictamen, reconocemos además la 
necesidad que el texto dictaminado sea nuevamente consultado a 
todas las instituciones y organizaciones, y publicado en el Diario 
Oficial La Gaceta, por lo que así se acordó en la Comisión.  
 
Adicionalmente, siendo que dicho órgano y el Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes -desarrollador de la carretera-  sostienen que 
se requiere el proyecto de ley para el avance de la obra, se dictamina 
en afirmativamente para que pase al Plenario Legislativo.   
 

VII. RECOMENDACIONES:  

 
De conformidad con lo expuesto, y considerando aspectos de oportunidad y 
conveniencia, los suscritos (as) diputados (as), rendimos el presente DICTAMEN 
AFIRMATIVO UNÁNIME del expediente legislativo n° 22839 “ AUTORIZACIÓN DE 
OBRAS DE INFRAESTRUCTURA URGENTES Y DE CONVENIENCIA 
NACIONAL EN EL HUMEDAL LA CULEBRA Y ESTABLECIMIENTO DE 
MEDIDAS DE COMPENSACIÓN EQUIVALENTE” y se recomienda al Plenario 
Legislativo, su APROBACIÓN.  

 



El texto del proyecto es el siguiente: 
 
 
 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA:  

 
“AUTORIZACIÓN DE OBRAS DE INFRAESTRUCTURA URGENTES Y DE 

CONVENIENCIA NACIONAL EN EL HUMEDAL LA CULEBRA Y 
ESTABLECIMIENTO DE MEDIDAS DE COMPENSACIÓN EQUIVALENTE” 

 

 

ARTÍCULO 1- Se autoriza la construcción de la carretera Bernardo Soto-
Sifón-Abundancia, incluyendo su paso por el humedal La Culebra, ubicado entre 
las estaciones 29+000 y la 31+000 del trazo de la carretera y que se ubica entre 
las siguientes coordenadas en proyección CRTM 05: 
 

CUADRO DE COORDENADAS en CRTM05 

LADO 
RUMBO DISTANCIA V 

C O O R D E N A D A S 

EST PV X Y 

        1 449,216.18 1,137,155.96 

1 2 S 80°16'10.27" E 9.45 2 449,225.49 1,137,154.36 

2 3 S 48°47'10.95" E 6.81 3 449,230.61 1,137,149.88 

3 4 S 58°45'06.48" E 8.22 4 449,237.64 1,137,145.61 

4 5 S 71°13'33.79" E 8.50 5 449,245.69 1,137,142.88 

5 6 S 60°42'50.58" E 7.43 6 449,252.17 1,137,139.24 

6 7 S 82°17'09.69" E 5.39 7 449,257.51 1,137,138.52 

7 8 S 85°21'48.92" E 8.15 8 449,265.64 1,137,137.86 

8 9 S 81°44'09.22" E 9.80 9 449,275.33 1,137,136.45 

9 10 N 53°14'04.22" E 11.85 10 449,284.83 1,137,143.55 

10 11 N 03°42'19.19" W 7.01 11 449,284.38 1,137,150.54 

11 12 N 01°17'51.46" E 6.00 12 449,284.51 1,137,156.54 

12 13 N 58°49'50.09" W 7.48 13 449,278.11 1,137,160.41 

13 14 N 72°54'43.82" W 15.66 14 449,263.14 1,137,165.02 

14 15 S 78°49'16.53" W 6.51 15 449,256.75 1,137,163.75 

15 16 S 61°57'30.97" W 6.18 16 449,251.30 1,137,160.85 

16 17 N 81°37'38.23" W 14.16 17 449,237.29 1,137,162.91 

17 18 N 65°10'32.24" W 7.96 18 449,230.06 1,137,166.26 

18 19 S 44°59'23.70" W 8.04 19 449,224.38 1,137,160.57 



CUADRO DE COORDENADAS en CRTM05 

LADO 
RUMBO DISTANCIA V 

C O O R D E N A D A S 

EST PV X Y 

19 1 S 60°39'52.09" W 9.41 1 449,216.18 1,137,155.96 

SUPERFICIE = 1,253.77 m2 

 

CUADRO DE COORDENADAS en CRTM05 

LADO RUMBO DISTANCIA V C O O R D E N A D A S 

EST PV       X Y 

        1 449,324.96 1,137,064.02 

1 2 S 81°16'58.78" E 24.09 2 449,348.77 1,137,060.37 

2 3 S 79°00'43.85" E 7.77 3 449,356.40 1,137,058.88 

3 4 S 62°35'10.12" E 24.85 4 449,378.46 1,137,047.44 

4 5 S 62°35'10.12" E 9.45 5 449,386.85 1,137,043.09 

5 6 S 65°52'29.20" E 35.68 6 449,419.41 1,137,028.51 

6 7 N 04°25'14.84" E 6.20 7 449,419.89 1,137,034.69 

7 8 N 55°12'42.99" W 22.62 8 449,401.31 1,137,047.60 

8 9 S 66°28'28.46" W 11.14 9 449,391.09 1,137,043.15 

9 10 N 67°20'34.94" W 12.12 10 449,379.91 1,137,047.82 

10 11 N 62°35'10.12" W 3.70 11 449,376.62 1,137,049.52 

11 12 N 30°11'57.44" W 28.51 12 449,362.28 1,137,074.17 

12 13 N 63°42'22.48" W 9.35 13 449,353.89 1,137,078.31 

13 14 N 45°30'44.98" W 12.33 14 449,345.10 1,137,086.95 

14 15 N 30°52'46.45" W 13.42 15 449,338.21 1,137,098.47 

15 16 N 27°19'57.49" W 7.72 16 449,334.66 1,137,105.33 

16 17 N 43°42'23.79" W 7.94 17 449,329.18 1,137,111.06 

17 18 N 75°36'17.39" W 7.01 18 449,322.39 1,137,112.81 

18 19 S 87°41'56.46" W 8.06 19 449,314.34 1,137,112.48 

19 20 S 39°43'43.20" W 8.25 20 449,309.07 1,137,106.14 

20 21 S 10°32'27.53" W 6.46 21 449,307.89 1,137,099.79 

21 22 S 21°22'44.20" E 13.32 22 449,312.74 1,137,087.38 

22 1 S 27°36'34.20" E 26.37 1 449,324.96 1,137,064.02 

SUPERFICIE = 2,059.23 m2 

 
ARTÍCULO 2- El sector del humedal La Culebra donde se realizará el trazado 
del tramo descrito en el artículo 1, deberá ser compensado mediante la creación, 
conservación y gestión de un espacio protegido para aves acuáticas, para la 



protección y recuperación del ecosistema de humedal ubicado entre las 
coordenadas descritas en los siguientes cuadros. 
 
 

CUADRO DE COORDENADAS en CRTM05 
 

LADO 
RUMBO DISTANCIA V 

C O O R D E N A D A S 

EST PV X Y 

        1 449,189.13 1,137,621.01 

1 2 S 87°06'59.43" W 145.67 2 449,043.65 1,137,613.68 

2 3 S 06°02'00.57" E 44.52 3 449,048.33 1,137,569.40 

3 4 S 07°37'59.43" W 48.13 4 449,041.93 1,137,521.70 

4 5 S 26°11'59.43" W 68.07 5 449,011.88 1,137,460.62 

5 6 S 34°50'59.43" W 30.13 6 448,994.66 1,137,435.90 

6 7 S 09°41'00.57" E 6.63 7 448,995.78 1,137,429.36 

7 8 S 26°02'59.43" W 18.28 8 448,987.75 1,137,412.94 

8 9 S 06°19'00.57" E 29.14 9 448,990.96 1,137,383.98 

9 10 S 17°31'00.57" E 66.81 10 449,011.07 1,137,320.27 

10 11 S 74°35'00.57" E 32.40 11 449,042.30 1,137,311.65 

11 12 N 67°30'59.43" E 39.07 12 449,078.40 1,137,326.59 

12 13 S 69°29'00.57" E 23.85 13 449,100.74 1,137,318.23 

13 14 S 05°21'00.57" E 31.82 14 449,103.71 1,137,286.55 

14 15 S 63°11'00.57" E 73.93 15 449,169.69 1,137,253.20 

15 1 N 03°01'36.81" E 368.32 1 449,189.13 1,137,621.01 

SUPERFICIE = 51,757.33 m2 

 

CUADRO DE COORDENADAS en CRTM05 
 

LADO 
RUMBO DISTANCIA V 

C O O R D E N A D A S 

EST PV X Y 

        1 449,169.69 1,137,253.20 

1 2 S 80°28'23.19" E 11.06 2 449,180.59 1,137,251.37 

2 3 S 43°17'23.19" E 7.36 3 449,185.64 1,137,246.01 

3 4 S 28°48'23.19" E 24.12 4 449,197.26 1,137,224.88 

4 5 S 21°06'23.19" E 8.26 5 449,200.24 1,137,217.17 

5 6 S 25°06'23.19" E 7.46 6 449,203.40 1,137,210.42 

6 7 S 47°12'23.19" E 14.91 7 449,214.34 1,137,200.29 



7 8 S 57°28'23.19" E 16.02 8 449,227.85 1,137,191.67 

8 9 S 77°33'23.19" E 38.09 9 449,265.04 1,137,183.47 

9 10 S 72°39'23.19" E 20.30 10 449,284.42 1,137,177.41 

10 11 S 76°00'23.19" E 28.19 11 449,311.78 1,137,170.60 

11 
 
 

13 N 01°12'29.54" E 495.74 13 449,322.23 1,137,666.23 

13 14 S 71°49'04.83" W 140.00 14 449,189.22 1,137,622.54 

14 1 S 03°01'36.81" W 369.86 1 449,169.69 1,137,253.20 

SUPERFICIE = 61,685.76 m2 

 
ARTÍCULO 3- A los efectos de compensación ambiental, se autoriza al Ministerio 
de Obras Públicas y Transportes para que proceda a gestionar lo que en derecho 
corresponda, a efectos de adquirir en favor del Estado, los terrenos delimitados por 
las coordenadas detalladas en el Artículo 2 de esta ley. Estos terrenos pasaran a 
ser administrados por el Ministerio de Ambiente y Energía, a través del Sistema 
Nacional de Áreas de Conservación (SINAC). Lo anterior, con recursos del Contrato 
de Préstamo 4864/OCCR que financian el Programa de Infraestructura Vial y 
Promoción de las Asociaciones Público-Privadas (PIV-APP), suscrito entre el 
Gobierno de la República y el Banco Interamericano de Desarrollo, aprobado por 
Ley 9899 del 29 de septiembre de 2020.   
 
ARTÍCULO 4  Los gastos y las acciones para la rehabilitación, protección y 
manejo activo del sitio al que se refiere el artículo 2 de la presente ley, durante la 
fase constructiva y operativa, estarán a cargo del Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes y deberán realizarse en coordinación y siguiendo las recomendaciones 
técnicas que establezca el Sistema Nacional de Áreas de Conservación (Sinac), 
para determinar los parámetros dentro de los cuáles se deben ejecutar las medidas 
de prevención, mitigación y compensación.  
 
Una vez finalizada la etapa constructiva y de garantía, el Ministerio de Ambiente y 
Energía, a través del Sistema Nacional de Áreas de Conservación (Sinac) será el 
responsable de gestionar y proteger el área de compensación equivalente. 
 
ARTÍCULO 5 - El Poder Ejecutivo dictará las reglamentaciones necesarias 
para la autorización de acciones de rehabilitación ecosistémica, gestión adaptativa 
y manejo activo en las áreas de compensación que requieran acciones de esta 
naturaleza. 
 
 
Rige a partir de su publicación.” 
 
 

 



DADO EN LA COMISIÓN PERMANENTE ESPECIAL DE AMBIENTE. SAN JOSÉ, 
A LOS VEINTE DÍAS DEL MES DE SETIEMBRE DEL 2022.  
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